	October 5, 2012
	[comentarios formulados por delia munoz m.]



CAPITULO PRIMERO

CUESTION PREVIA
Uno de los grandes temas previos que se deben afrontar a nivel de la CIDH, es que los ciudadanos estiman el recurrir al Sistema Individual de Peticiones, como una forma de iniciar un proceso litigioso contra el estado, siendo que la esencia del mismo debe ser la búsqueda de la determinación de los hechos y sobre la base de tal análisis, proceder a una pronta y efectiva subsanación u mejora de los mismos por parte del Estado. Si se va a regular el sistema de peticiones, como una norma  o código procesal, que tiene por objeto crear y regular un proceso y por ende el objeto es el de emitir un pronunciamiento, entonces se deberán aplicar todas las reglas propias de las garantías judiciales a un debido proceso, si lo que se busca es la protección efectiva, la mirada a la regulación debe ser diferente, en aras a la búsqueda del acuerdo entre las partes o solución del conflicto.

Estimo que entre otros aspectos, uno de los grandes temas de fondo es que los usuarios del sistema, presuntas victimas, activistas y Estados, ven al sistema de peticiones como una vía de transito para lograr un pronunciamiento de carácter jurisdiccional, olvidando que uno de los grandes roles de la CIDH es el de velar por el cumplimiento efectivo de los DDHH y, no lograr fallos contra Estados.

En la actualidad el diseño del Sistema Individual de Peticiones,  obligua a que el Estado desde el momento mismo de la notificación empiece a pensar y actuar con criterio procesal de defensa, por la forma en que esta estructurado el sistema y no en avocarse a una solución de los hechos que se ponen bajo su consideración. Nota especial la merece en este aspecto, la decisión de la Corte CDH que asumiendo que el proceso jurisdiccional comienza ante la CIDH, exige para poder presentar excepciones previas que estas hayan sido planteadas al inicio del proceso de denuncia.   Un gran aspecto de fondo, en esta línea es que las denuncias son notificadas al Estado varios años después de ocurridos los hechos con lo cual es prácticamente imposible o sumamente difícil poder lograr una solución directa y efectiva de detectarse que la vulneración existió. 

En mi experiencia personal, los “casos” que tuvieron un mejor resultado por la atención inmediata y la subsanación de las vulneraciones, se dieron no cuando se dio inicio al sistema Individual de Peticiones, sino cuando la CIDH en ejercicio de sus facultades pidió información o mostró su preocupación, así en este contexto fue posible: i) devolver licencias, por cuanto los plazos administrativos internos aun permitían dejar sin efecto las disposiciones vulneratorias, ii) evitar expulsiones del país, por constatar que los actos administrativos  contenían fallas en el sistema procedimental, con lo cual se evito materializar un perjuicio, iii) tomar acciones u remedios en temas de contaminación para evitar que las consecuencias se tornen en irreparables.   

Estimo que la subsanación directa y pronta, fue posible por que en la medida que no hay un “un caso” no hay que suscribir acuerdos, sino que en base al dialogo directo entre ciudadanos y autoridades del Estado, proceder a ejecutar las medidas en forma directa, no hay que pedir disculpas por ende no hay sanciones que aplicar a los funcionarios que incurrieron en el error y son los que además deben de subsanarlo y, el trato directo genera una mayor apertura para aplicar las medidas de corrección, no se consigna que se están concediendo reparaciones sino ajuste de proceso o decisiones administrativas, todo lo cual permite moverse con facilidad a la estructura estatal. 
La situación descrita es completamente distinta,  si se esta dentro de “un caso” muchas veces para poder aceptar responsabilidad y ejecutar hacen falta una serie de actos administrativos internos que son de larga duración y requieren de diversas aprobaciones u conformidades, asimismo conforme a las normas nacionales usualmente se establece que quien comete una vulneración en DDHH debe ser objeto de sanción situación que genera una actitud reacia a aceptar en forma directa o por solución amistosa las pretensiones de una petición. Adicionalmente, cuando el caso es notificado formalmente las normas de defensa del Estado peruano señalan determinado tipo de actividad administrativa-procesal, que tiene presente entre otros temas que se deben dejar sentadas las alegaciones correspondientes para justificar o defender el accionar de sus funcionarios con una mirada hacia el futuro proceso jurisdiccional.
1.  Sobre la denuncia: requisitos formales para la presentación (artículo 28 del Reglamento); 

SOBRE LA INDIVIDUALIZACION DE LAS PRESUNTAS  VICTIMAS

Nota de inicio: si desde la primera pauta en la regulación que se propone, ya se esta calificando al recurrente como victima, se estaría incurriendo en una valoración en torno a la certeza de la violación alegada, por ello planteo un uso apropiado de la terminología: presuntas victimas, peticionarios, denunciantes, recurrentes, cualquiera se estime adecuada pero no implique un pre-juzgamiento. 

Este es un aspecto esencial, estamos que en la Convención lo que se crea es un sistema individual de peticiones, desde este punto de vista la determinación clara de las victimas es esencial. En especial en la fase de inicio de la denuncia, en la cual se debe buscar el acercamiento del Estado a las victimas, para buscar una pronta solución a la situación de aparente o real vulneración. Si las personas no están claramente identificadas, no es factible para el Estado poder diseñar las acciones o medidas apropiadas, lo cual implica el desarrollo muchas veces de actos administrativos o de ejecución presupuestal.

Si no hay posibilidad de solución, dentro del proceso ante la CIDH, el tema es mucho mas delicado pues el caso será puesto a disposición de la Corte y de allí se dará inicio a un proceso de ejecución que se sustentará en la plena identificación de las victimas.

Si no es posible identificarlas plenamente al momento de presentar la PETICION, se debe conceder para que se indique en forma clara quienes son las personas involucradas y, esta tarea no debe ser remitida al Estado, sino debe ser una obligación de quien denuncia o los representa.

La determinación plena de las presuntas victimas facilitara el dialogo, la elaboración de las acciones o propuestas que el Estado pueda desarrollar, si este extremo no esta claro no será factible o, en el mayor de los casos tornara muy difícil, que el Estado pueda subsanar las vulneraciones alegadas. 

Estimo que solo en casos sumamente excepcionales, se debe admitir presuntas victimas  determinables o por determinar y, debe existir una forma de establecer como se determina a las mismas.

DIGITALIZACION DEL PROCEDIMIENTO

Debe ser una norma de alcance general, no se deben prever mecanismos de exclusión,  usualmente las presuntas victimas cuentan con servicios de asesoría que cuentan con las plataformas virtuales que permiten el uso de un proceso u expediente digital. 

Adicionalmente, en los países de AL la tónica es utilizar los procesos virtuales o digitales, en forma masiva ase tenemos la reforma procesal en materia penal y laboral, desde esta perspectiva la utilización de medios digitales o electrónicos viene siendo una tónica y, ello debe mantenerse en el sistema de supervisión internacional.

Finalmente, en los países de AL la presencia de cabinas publicas de internet a un bajísimo costo por hora, permite el acceso de las personas al uso del servicio de internet en casi todos los puntos de los países, a diferencia de lo que pueda ocurrir en naciones  como USA o CANADA donde lo usual es que el servicio sea personal o institucional.

La utilización del servicio digital permitirá un mejor manejo del a información de manera inmediata, una apropiada transmisión de la misma y, en un contexto de evitar el uso innecesario de papel y ni que decir de la rapidez en las comunicaciones entre todos los sectores intervinientes.

2. Sobre las excepciones al principio de evaluación inicial por orden cronológico 
En primer lugar, lamentar que por temas de carácter administrativo se haya acumulado una carga procesal sea tan elevada que no permite trabajar con carga CERO y, que se considere en la regulación procesal una variable para la demora en razón de la material, persona o apreciación subjetiva, supuestos que atentan contra la garantía de igualdad de trato y los principios de celeridad y eficacia propios de todo tipo de proceso, criterios que el propio  sistema ha establecido en diversos informes y sentencias.

Admitiendo que el sistema puede establecer  diferencias,  en favor de ciertos recurrentes, formulo dos comentarios:

- Se debe regular en forma muy cuidadosa la excepcionalidad para las personas privadas de libertad; ello en atención a que en los últimos anos se ha visto un incremento de denuncias por parte de personas sentenciadas por delitos comunes graves como narcotráfico, asesinatos y otros, en recurrir al sistema como una forma de evadir sus responsabilidades alegando un proceso injusto u violatorio de garantías judiciales. Si se va utilizar esta excepción, debería ser casi en forma exclusiva para personas que carecen de sentencia y conforme a las normas nacionales habrían vencido los plazos para ser objeto de sentencia u alguna otra situación sumamente excepcional.

- Respecto de las “circunstancias excepcionales, el atraso (…) puede privar a la petición de su efecto útil, este supuesto es tan amplio y genérico que todas las peticiones pueden alegar están incursas dentro de dicho precepto. Sugiero que para su aplicación, de aceptase el supuesto, se cuente con un sustento o informe excepcional de alguna instancia de la CIDH, distinta a la que formula la calificación. 

3. Sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo.
Esto es como pasar a investigar dentro de un proceso penal  sin acusación, estimo que es una practica utilizada por la CIDH, pero que no debe promoverse su utilización de manera cotidiana,  pues se estaría desnaturalizando el proceso. De utilizarse, hay que mantener  los puntos claves del ordenamiento procesal en forma diferenciada. Adicionalmente, si el objeto del proceso es buscar la reivindicación de los derechos y no la sanción, no se deben saltar estadios procesales que pueden contribuir a una pronta solución de los hechos alegados como vulneratorios. 

El supuesto de no poder estimar la falta de agotamiento de recursos internos, es adicionalmente una situación, que debe ser analizada al momento de la admisibilidad y no dentro de la fase del contencioso y por ende estimo incompatible poder utilizar el supuesto para sustentar una acumulación de fases procesales. 

Si se va aceptar que pueda dares la acumulación, se debe proceder a crear un espacio procesal para ello, que implique la adecuada fundamentación, y los plazos para poder impugnar la decisión. 

4. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto sobre la admisibilidad y observaciones de las partes sobre el fondo.
Ambos son los estadios procesales mas importantes, para la decisión del Estado de como manejar la denuncia y, ambos suelen requerir de un plazo apropiado para poder realizar las consultas apropiadas que lleven o a definir la posición estatal sobre los hechos como la actuación sobre los aspectos verificados. Usualmente los plazos actuales quedan cortos y se debe promover la ampliación de los mismos.

7.
Sobre el cumplimiento de las recomendaciones que la CIDH formula a los Estados. Metodología de seguimiento
CUESTION PREVIA

Este es un tema absolutamente crucial, en la práctica como defensora del Estado peruano por casi tres anos pude apreciar lo siguiente:

· La percepción de las personas es que el las dinerarias constituyen el objeto del proceso de supervisión internacional al Estado y, es hacia ellas a las que suelen apuntar las pretensiones. Sobre el particular:

· Los montos de reparaciones muchas veces no van acordes a las establecidas en sede nacional en forma usual a situaciones similares, lo cual alienta el recurrir al sistema inter americano.

· Los montos de reparaciones incorporan a una serie de personas vinculadas a la víctima, sin estar de acuerdo a los vínculos familiares internos y, ello alienta a proseguir con el proceso internacional y muchas veces truncar las posibilidades de una solución directa. 

· Las recomendaciones muchas veces no se condicen con el ordenamiento interno del Estado y no es factible poder impulsar su aplicación, en otros casos son tan amplias y generales que es difícil poder estimar el cumplimiento, en algunos casos abarcan situaciones que ya están resueltas en seden nacional. Ejemplos: 

· Muchas veces las competencias y atribuciones escapan al Poder Ejecutivo y no es posible lograr su aplicación en forma directa.

· En los casos de prestaciones de salud, cuando se concedieron las reparaciones en tal área no existía el sistema integral de salud con el que hoy se cuenta y, las personas en la actualidad exigen un régimen especial para victimas, siendo que las normas sobre atención en salud  requieren de una serie de procesos de análisis y estudios actuariales no es posible atender tales pedidos y generan continuas criticas al funcionamiento del Estado. 

· Cuando en los informes de la CIDH so pone como reparación el tema de pedido de disculpas, genera muchas veces un entrampamiento en la ejecución puesto que no siempre los funcionarios tienden a aceptar una situación como la planteada. Este extremo debería jugar como parte de los acuerdos de solución amistosa o si se ordenan disponer que sea a través de la publicación de una norma, que es mas fácil de manejar que una ceremonia pública, la cual puede realizarse a discreción del Estado. 

· En los casos de becas o  capacitación de estudios, se presentan estas variables: la primera, el poco interés de las victimas o sus representantes para acceder a los beneficios que pudieren existir; la segunda, estiman las víctimas que por tener derecho a la capacitación están exonerados de los exámenes de admisión u requisitos de procedencia para los estudios. Lo cual no es permitido por las normas educativas. En algunos otros casos solicitan capacitación en el extranjero y, ello no suele estar previsto en las regulaciones nacionales, ni se explica el sustento de una decisión de tal naturaleza.

· Respecto de los cursos de capacitación a la fuerza armada y policía, se continúan dando recomendaciones para que se implementen cursos de DDHH, siendo que hace varios anos tales materias constituyen áreas de estudio obligatorio en las escuelas de formación respectivas.

· Sobre los temas de establecer que se denominen calles, se construyan monumentos, genera graves complicaciones en la practica pues es preciso recabar la conformidad de las autoridades municipales en primer lugar y, luego la de las víctimas o sus representantes y muchas veces las pretensiones no van conforme a los planes urbanísticos o la forma de toma de decisiones.

· En lo tocante a las reparaciones sobre viviendas, se han generado graves problemas pues las personas que tienen el derecho a recibirlas, en algunos casos son renuentes a cumplir con las disposiciones municipales que existen en torno al acceso y construcción de un terreno.

Las recomendaciones deben ser muy pocas y contundentes, deben ser claras y directas, a efectos de poder lograr que se cumpla el cometido de la restitutio ad intemgrum de la persona afectada, pero en forma justa que no generen la falsa imagen de un beneficio excesivo, o se constituyan en un punto de generación de nuevos conflictos o de revivir el acontecido.

Necesidades de asesoría por parte del Estado concernido; 

Estimo que mas que asesoría lo que los Estados precisan es un acompañamiento para poder lograr la aplicación de las recomendaciones, se precisa mucho de la presencia de la Secretaria Ejecutiva, para poder llegar al convencimiento de las autoridades estatales y, sobre todo para jugar una especie de mediación con las víctimas y sus representantes en los puntos pocos claros o de mayor dificultad.

Muchas veces, en la ejecución de las recomendaciones no es factible llegar a entendimientos u acuerdos con las víctimas quienes asumen en muchos casos como que sus pretensiones podrían ser mejoradas si se llegare a la Corte y frustran  las posibilidades de acuerdo. En este proceso rol fundamental lo juegan los representantes de los peticionarios, que suelen tener no siempre, pero si en diversos casos, intereses diferentes a los de los peticionarios.

Sugiero, que cuando se llegue a la instancia procesal de emitir un informe con recomendaciones, se prevea que un delegado o representante de la Secretaria Ejecutiva se traslade al país en donde ellas tendrán que ser ejecutadas a efectos de jugar el rol de mediador o facilitador de la implementación de las medidas. Los dictámenes por escrito se vuelven como documentos en el aire,   muchas veces propia del accionar administrativo del Estado, se convierten en meros palabras que reflejan un estadio procesal.

La posibilidad que la 
CIDH o su Secretaria Ejecutiva, puede designar a una persona como delegada  ser delegada o  representante, podría estar prevista en el Reglamento y, podría preveerse que no necesariamente sea una persona que integre la Comisión o la Secretaria Ejecutiva, en igual forma podría establecerse que los costos que tal actividad genere deben ser asumidos por el Estado. 

c. Condiciones descritas en el artículo 46 del Reglamento de la CIDH para suspender el plazo de sometimiento a la Corte, previsto en el artículo 51.1 de la Convención Americana
Por el propio accionar del Estado muchas veces el plazo concedido queda corto y no resulta suficiente para poder implementar en forma total o parcial las recomendaciones, estimo que si el objetivo no es lograr un pronunciamiento jurisdiccional sino la de lograr una solución a un hecho grave de vulneración, siempre se debe buscar que las recomendaciones se ejecuten en forma directa y, en tal contexto poder regular un plazo de ejecución ampliado al que existe en la actualidad.
- 
En el supuesto de: cuando las recomendaciones sean de una particular complejidad que requiera la acción concertada de diferentes ramas o esferas del poder público
Esto es absolutamente real, muchas veces para poder aplicar las recomendaciones resulta imperativo contar con el accionar de poderes del Estado distintos al Ejecutivo, desde esta perspectiva una vez entregado el Informe debe haber una reunión entre la CIDH o la Secretaria Ejecutiva, con los representantes del Estado a efectos de analizar y preguntar sobre las entidades vinculadas a la ejecución y, la posición sobre la posibilidad de cumplimiento parcial o total y, en función a ello determinar si procede o no la ampliación de los plazos.
· Respecto del supuesto: cuando exista en el ámbito interno un mecanismo legal de implementación de las decisiones de la Comisión. 

Este extremo es bastante interesante, pues empuja a los Estados a contar con una normativa que establezca en forma clara y precisa los mecanismos que se deben accionar para poder cumplir con las recomendaciones, situación que no existe en la mayoría de los Estados.

Lima, 3 de octubre de 2012.








